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			Queremos vivir bien, eso es todo.

			Luis Emilio Recabarren, Proyecto 

			de Constitución para la República 

			Federal Socialista de Chile, 1921.

			Para Alicia y Daniel
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			PRELIMINAR

			“Vivir bien” es un objetivo constitucional, expresó en 1921 el líder socialista chileno Luis Emilio Recabarren. De hecho, desde sus orígenes, el constitucionalismo lo entendió como uno de sus pilares: “Sostenemos como evidentes estas verdades: que todos los hombres son creados iguales; que son dotados por su Creador de ciertos derechos inalienables; que entre éstos están la vida, la libertad y la búsqueda de la felicidad” (Declaración de Independencia, Estados Unidos, 1776). No ha estado siempre, ni mucho menos, entre los objetivos constitucionales, pero sí reaparece recurrentemente, sobre todo cuando el pulso constitucional se recupera con fuerza: “Una nueva forma de convivencia ciudadana, en diversidad y armonía con la naturaleza, para alcanzar el buen vivir, el sumak kawsay” (Constitución de Ecuador, 2008, preámbulo).

			Procurarse la felicidad o vivir bien tienen significado constitucional en la medida en que para su cumplimiento se entienda necesario variar tanto el modo en que las sociedades son gobernadas como la relación que se establece entre ellas y el Estado. Es ahí donde entra de lleno la constitución. Poner fin a formas de dominación despóticas y autoritarias, asegurar y garantizar los derechos, distinguir funcionalmente y equilibrar los poderes que actúan desde las instituciones sobre la sociedad; todo ello formó parte del programa constitucional desde sus remotos inicios hasta finales del siglo XVIII. El espectro social que debía cubrir ese buen vivir no fue, sin embargo, de definición pacífica: ¿debía incorporarse al mismo a mujeres, negros, indios, menestrales, campesinos u obreros? Dilucidarlo ha llevado doscientos años y, aproximadamente, otros tantos ensayos constitucionales en el mundo latinoamericano, ni más ni menos.

			Pero vivir bien podía significar más. Por ejemplo, extender las formas de emancipación hacia el espacio de las relaciones sociales y económicas, es decir, entender que no sólo era competencia constitucional la relación entre Estado y sociedad sino también los hechos sociales en sí mismos, y regular, por tanto, asuntos como la propiedad, el trabajo, la pobreza o el desempleo desde el régimen constitucional. La felicidad y el sumak kawsay (el buen vivir), pueden, en fin, implicar también el modo como se relacionan Estado y sociedad y concluirse que no sólo mediante un proceso de disciplinamiento de la sociedad sino también de intervención social de las funciones del Estado, se puede alcanzar dicho objetivo.

			Por lo tanto, la constitución no ha sido un espacio ajeno al cambio social y al debate ideológico, ni mucho menos. Al contrario, es parte de ambos porque “vivir bien” no tiene un significado unívoco sino que se ha impregnado para su interpretación de contextos y escenarios de conflictos y pugnas sociales e ideológicas. De acuerdo con tal afirmación, este libro está concebido como una historia social y política del constitucionalismo latinoamericano. Como historia del constitucionalismo no pretende dar cuenta de cada uno de los hechos constitucionales —lo que sería inviable, por otra parte, en un texto de estas dimensiones— ni se presenta según un orden nacional. No hay aquí, por poner un caso, una historia constitucional de Brasil, pero sí un interés por la significación de Brasil en la historia constitucional de América Latina. Es, además, como todos los libros de esta colección, una historia mínima, lo que se ha interpretado en el sentido de que debe dar cuenta de lo que se sabe forma el tejido básico de la evolución del constitucionalismo en el mundo latinoamericano.

		

	
		
		
			1. TANTAS CONSTITUCIONES  COMO PUEBLOS

			Varias decenas de constituciones fueron proyectadas por cuerpos legislativos en el Atlántico iberoamericano entre 1808 y 1826, y muchas de ellas fueron promulgadas. Proyectos constitucionales propuestos por individuos o corporaciones de diversos tipos los hubo para cientos, impresos algunos y manuscritos los más. Los cuerpos políticos a los que se hizo referencia en aquellos textos fueron, desde la generalidad de la monarquía española hasta una pequeña provincia, agotando la capacidad constituyente en el cuerpo general de la nación o reconociendo la posibilidad de combinar varias formas constitutivas en un mismo espacio. Constituciones como la española de 1812 o la portuguesa de 1822 quisieron construir naciones de dimensiones imperiales, pero también lo hicieron, a su vez, algunos espacios coloniales de enormes dimensiones tras su emancipación, como México o Brasil, y la tentación existió en otros, como el Río de la Plata. Desde los espacios coloniales también se propusieron, mediante el constitucionalismo, maneras muy variadas de imaginar el Atlántico: como Estados emancipados conformando repúblicas independientes, con o sin declaración expresa, como uniones federales o confederales de cuerpos auto-constituidos, como naciones complejas o como monarquías conformadas por varias naciones.

			Comparado con otros momentos de eclosión constitucional precedentes en el espacio euroamericano, lo sucedido en el Atlántico iberoamericano en las primeras tres décadas del siglo XIX no tiene parangón; no sólo por el extraordinario número de textos constitucionales proyectados y aprobados, sino por la variedad de experimentos políticos que se propusieron y ensayaron. Lo característico de aquellos laboratorios ibéricos es precisamente un dinamismo constitucional inusitado, con la consecuencia de que la estabilización constitucional se demorará varias décadas en casi todos los espacios políticos resultantes de las desagregaciones imperiales hispana y portuguesa. Los proyectos constitucionales se cuentan por cientos y por decenas los textos sancionados; sin embargo, es considerablemente más reducido el número de constituciones efectivamente puestas en práctica.

			Habitualmente la historiografía ha interpretado este fenómeno de la multiplicación constitucional como el rasgo de modernidad más visible en el Atlántico iberoamericano. La conclusión responde a una lógica en principio inapelable: si la constitución es el instrumento político más simbólico de la modernidad política, el producto más señero de las revoluciones atlánticas, entonces, mientras más constitución haya más modernidad se podrá detectar. Hay también razones textuales de sobra: con las constituciones se multiplicaron las instituciones representativas y los procesos electorales; la libertad civil, la seguridad, la propiedad y frecuentemente la igualdad se proclamaron como derechos de los individuos que integraban cuerpos políticos soberanos y libres; se asumió que la preservación de la libertad dependía en gran medida de la distinción de poderes y, sobre todo, de la limitación del que se ponía a disposición del gobierno; se generalizó, en fin, la idea de que el poder fiscal no podía ejercerse más que en colaboración entre el gobierno y las instituciones representativas.

			Hay, no obstante, rasgos igualmente visibles de este primer constitucionalismo que deben tenerse también presentes para una más ajustada interpretación del mismo. Desde la década de los treinta del siglo XIX, el constitucionalismo había conformado más una dinámica que una práctica política. Más que un vivere civile el constitucionalismo se reveló durante esas décadas como un componente primordial del discurso y la experimentación políticos. Fue, además, un instrumento de acción política que numerosos cuerpos —no sólo ni principalmente las naciones— entendieron a su disposición, dando lugar a ese extraordinario despliegue de experimentos constitucionales que mencionaba al principio. Como algunos estudiosos del siglo XIX han destacado, esta hiperactividad del constitucionalismo se dio paralela a un proceso más contradictorio de la política liberal.

			En efecto, tal complejidad en la relación entre constitucionalismo y liberalismo puede ser también detectada en sus manifestaciones originales. Si hay un elemento que se pueda decir realmente común a ese extraordinario despliegue constitucional de las primeras décadas de la centuria es su insistente y excluyente catolicismo, lo que no sólo se formuló como principio general de una determinación comunitaria de la conciencia individual sino que marcó en gran medida también la concepción de la ciudadanía y, consecuentemente, de la representación política. Se trató también de un constitucionalismo que proclamó la necesidad del código y la igualdad ante la ley, tan reiteradamente como recreó espacios de excepcionalidad foral y retrasó, en muchos casos décadas, la llegada del código civil. Al mismo tiempo, y en coherencia con ello, la propia constitución se concibió no tanto como un sistema de poderes cerrado normativamente en el texto, sino como principios generales para ordenar un juego jurisdiccional de potestades. En fin, el hecho mismo de previsiones de participación electoral extraordinariamente amplias para lo entonces regular en otras latitudes constitucionales, habitualmente presentado como un signo irrefutable de modernidad política, podría en realidad estar apuntando más hacia formas corporativas que modernas de entender la representación política, como no dejó de notarse tempranamente por los críticos liberales de aquel primer constitucionalismo.

			La transformación de la crisis en una crisis no ya del imperio, la monarquía o la dinastía únicamente (lo que no era poco, como veremos), sino de la soberanía, requirió tanto de soluciones constitucionales como de nuevos sujetos políticos que la enfrentaran. La Nación o el Pueblo (en singular y con mayúscula denotando su vocación de super omnia) fueron esos sujetos que se entendieron capacitados para proporcionar una salida constitucional a la crisis. Sin embargo, lo que hace peculiarmente interesante el escenario atlántico hispano es que no se produjo en ningún caso una salida sino un sistema repercutido de salidas constitucionales tanto en los experimentos que quisieron reconstruir el cuerpo colectivo de la monarquía como en los que se decidieron por generar nuevos cuerpos políticos independientes. Prácticamente no existe ningún caso de creación de un cuerpo de nación entre aquellos experimentos tempranos que no fuera seguido de una sucesión de reclamaciones interiores de capacidad propia para generar también constitución por parte de otros cuerpos comprendidos en la Nación o Pueblo que se quería referir en exclusiva a la soberanía. La Nueva Granada o el Río de la Plata fueron a este respecto escenarios paradigmáticos.

			Este capítulo propone una aproximación histórica a estos dos rasgos del primer constitucionalismo atlántico: su inusitado florecimiento masivo y su perdurable combinación de elementos característicos del novum constitucional atlántico junto a otros de la tradición antropológica y jurídico-política hispana. Es necesario para ello enfocar los orígenes del constitucionalismo atlántico de manera algo distinta a la habitual. La perspectiva más corriente, entendiendo el origen del constitucionalismo como el arranque del liberalismo, tiende a establecer en él justamente la divisoria de aguas que vierten hacia el Antiguo Régimen o hacia el Estado-nación liberal. Coherentemente con ello despliega también un relato que hace del constitucionalismo una cultura política formada en un proceso de autogénesis mediante la activación de momentos constituyentes, y busca ahí aquellos elementos que comienzan por conformar un iter propio que conduce al Estado-nación liberal respectivo.

			Aunque esta perspectiva ha proporcionado frutos historiográficos de notable valor, creo que nos ayudaría a entender mejor aquel momento del constitucionalismo temprano en el Atlántico contemplarlo como el fruto de un cruce entre una crisis imperial y otra monárquica. Esto debe llevarnos a ampliar el foco para contemplar cómo surgió el constitucionalismo antes de las constituciones y, por otro lado, para considerar un proceso complejo de expresión textual de aquella cultura constitucional que entre 1811 y 1825 tuvo múltiples encarnaciones. Atenderemos por ello, en primer lugar, la conformación de una cultura del constitucionalismo en un momento (las décadas finales del setecientos y los primeros años del ochocientos) compartido con los más serios intentos de reforma del gobierno de la monarquía y de redefinición imperial de la misma. Un segundo apartado se ocupará de explicar la confluencia entre crisis imperial y crisis monárquica y las respuestas que se dieron a esta inusitada situación. Finalmente, trataremos de la relación entre emancipación y constitución.

			PROLEGÓMENOS CONSTITUCIONALES Y REFORMA IMPERIAL

			Parafraseando al Turgot de la Memoria sobre los ayuntamientos (1775), el escritor León de Arroyal identificaba el principal mal de España en la década de los noventa en la falta de constitución. Dirigiéndose al ministro de Hacienda de Carlos IV, el conde de Lerena, León de Arroyal, al igual que el ministro de Luis XVI, constataba que la monarquía se constituía de una abigarrada cantidad de cuerpos políticos locales, faltándole justamente un orden constitucional que los vinculara en un cuerpo político nacional. Lo volverá a recordar en un texto escrito también en los noventa y publicado cuando estaba abierto ya plenamente el debate constituyente. Se trata de un conocido panfleto sobre la decadencia moral de España y la necesidad de su regeneración constitucional: 

			Ha ofrecido a mi vista una España niña y débil, sin población, sin industria, sin espíritu patriótico, y aún sin gobierno conocido; unos campos yermos y sin cultivo; unos hombres sucios y desaplicados; unos pueblos miserables y sumergidos en sus ruinas; unos ciudadanos meros inquilinos de su ciudad; y una constitución, que más bien puede llamarse un batiburrillo confuso de todas las constituciones.

			Esta sensación de estar visualizando los límites de la monarquía, así como la percepción de la necesidad de la constitución para su urgente regeneración, estuvieron claramente presentes en el debate público de las últimas décadas del setecientos en toda la geografía de la monarquía española. El rastro de una cultura constitucional siguió entonces varios hilos que confluyen en el momento de la crisis de la monarquía a partir de 1808. Por un lado, existió un conocimiento preciso de los experimentos constitucionales que se iniciaron en los años setenta en América del Norte y en Francia desde finales de los ochenta, lo que se combinó con un interés por la “Constitución de Inglaterra” que llegará también hasta Cádiz. Manuel de Aguirre, uno de los intelectuales mejor conectados con esa tradición constitucional, escribió de manera precoz en los años ochenta no sólo sobre las novedades constitucionales norteamericanas sino que también elaboró propuestas propias al respecto.

			Aguirre —como otros tantos europeos del momento— creyó leer en los textos constitucionales de los estados norteamericanos el momento fundacional de una nueva sociedad. De ello hizo su programa también para la monarquía española, proponiendo proceder como si fuera posible una combinación de modernidad y republicanismo, obviando el pasado feudal y despótico de la monarquía. Debía llegarse, así, a un modelo ideal en el que —lejos del republicanismo clásico— se pudiera conciliar mediante una sabia constitución el interés privado, la libertad y la apertura del comercio y la libertad civil. Hacía ahí su entrada, obviamente, la idea de representación mediante la creación de un “supremo Consejo de Estado que represente la voz del pueblo todo y su voluntad general”. Otros autores —como José Agustín Ibáñez de la Rentería— propusieron una reforma de los gobiernos municipales de modo que sirvieran como escuelas de ciudadanía y representación de intereses locales ante el gobierno. En ese sentido iba un buen número de textos escritos desde los años sesenta para hacer de las sociedades económicas y de amigos del país una especie de instancias de representación para colaborar con el gobierno.

			Fue esta una idea, como es sabido, que encontró entre los años sesenta y los ochenta un cierto respaldo gubernamental con la intención, defendida en la corte por el conde de Campomanes, de procurar una controlada regeneración de la monarquía que combinara la indiscutible posición central del rey en la política con una cierta colaboración social en la administración y la promoción de intereses locales. En esa línea encajaban los numerosos proyectos que entonces se lanzaron —entre otros, del propio Campomanes— para el fomento de la educación y de una disciplina social mejor ordenada. El proceso inquisitorial, reclusión y exilio del peruano Pablo de Olavide puede tomarse como el más serio intento de frenar esta dinámica de experimentación política que el propio Olavide recrearía idealmente en El Evangelio en triunfo, escrito a finales de los noventa en el exilio, al exaltar el compromiso republicano local de su protagonista.

			Asumiendo la existencia de un “director de la Sociedad”, de un “arquitecto” universal encarnado en el príncipe, Aguirre y otros intelectuales fueron, sin embargo, más allá. Propusieron trascender los espacios locales para idear uno nacional de desenvolvimiento del “buen repúblico”, el sujeto que visualizaban ya como una suerte de ciudadano católico. León de Arroyal, en sus citadas cartas, quería la institución de un “Consejo de la Nación” que, junto al monarca, procediera a un arreglo legislativo de la monarquía. Algo similar propuso en 1794, desde su desempeño en la audiencia de Charcas, Alto Perú, el magistrado Victorián de Villava, incluyendo en su propuesta la creación de secciones regionales de este consejo nacional que debían abarcar también a América.

			Junto al conocimiento de las transformaciones constitucionales en curso en Norteamérica y Francia, otro caladero esencial de ideas donde se nutrió aquella cultura del constitucionalismo finisecular fue la economía política. Como ciencia del momento, la economía política fue el conducto por el que la idea del interés privado y su relación con el orden de la política entró a formar parte del bagaje discursivo de aquellos intelectuales que mostraron también un mayor interés por el constitucionalismo. Cuando a Antonio Nariño se le juzgó en Bogotá por haber difundido una traducción de la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano, no dudó en recordar que antes que él otros autores, como el vasco Valentín de Foronda, habían publicado ya esos principios. Se refería a un texto de economía política precisamente donde el alavés advertía en 1788 a un Carlos IV que entraba a reinar, de la “única verdad importante”: que debía respetar como sagrados los derechos de propiedad, libertad y seguridad. Todo el gobierno monárquico, instruía Foronda al nuevo monarca, debía concentrarse en limitar su capacidad dispositiva de modo que se extendiera sólo a “todo aquello que no viole estos sagrados derechos”.

			Villava, autor del proyecto constitucional antes referido, no casualmente había sido en su etapa anterior a la fiscalía de Charcas en el Alto Perú profesor de derecho en Huesca, miembro activo de la Sociedad Económica Aragonesa y traductor de Antonio Genovesi, el conde de Carli y Gaetano Filangieri. Por esa vía italiana y particularmente napolitana gran parte de los intelectuales españoles de finales del siglo XVIII habían entrado en contacto con la nueva ciencia de la economía política. Cierto es que los textos, al traducirlos, se adaptaban, a veces profundamente como fue el caso del propio Villava, y se acomodaban a una cultura católica en la que la relación entre intereses y pasiones de los individuos como fundamento moral de la sociedad no tenía fácil encaje, pero con aquellos textos y su lectura española podía llegarse a conclusiones como las de Foronda o como las que expuso Melchor Gaspar de Jovellanos en las primeras páginas del Informe sobre la ley agraria escrito a nombre de la Sociedad Económica Matritense y publicado en 1795.

			Si estos avistamientos de los límites de la monarquía tal y como había funcionado políticamente y de la necesidad de la constitución insistieron tanto en la idea de un “Consejo de la Nación” fue porque crecientemente también se abrió un espacio para una concepción nacional de la monarquía. Espoleado desde la década de los cuarenta por un creciente cuestionamiento de la capacidad civilizatoria de España, el debate sobre el significado de “nación española” en el proceso de civilización europea se enriqueció notablemente en las décadas finales de la centuria. Vindicada como sujeto literario capaz de compartir república de las letras con las demás naciones de Europa, o reclamada como una forma de imperio que aún tenía sentido dentro de los esquemas imperiales occidentales, la “nación española” conoció entonces un tratamiento que sólo volvería a producirse cien años después, tras lo que se denominó “Desastre” de 1898. Interesa aquí constatar que gran parte de este debate nacional tuvo su referencia en la dimensión imperial de España, objeto, como es bien sabido, de la crítica más despiadada por gran parte de la intelligentsia europea.

			De Montesquieu a Guillaume de Raynal, pasando por Cornelius de Pauw y David Hume, el imperio de España fue considerado de manera generalizada como una suerte de mastodóntica aglomeración territorial que se situaba a medio camino entre los imperios comerciales europeos y asiáticos. La conclusión a que llegaron tanto Montesquieu como, más tarde, Edmund Burke acerca de la necesidad para Europa de someter a alguna especie de tutela a la monarquía española decía mucho sobre la consideración europea de la incapacidad de España para acoplarse a la civilización comercial. Incluso el más benévolo William Robertson, admitiendo los progresos realizados durante el reinado de Carlos III por reinventar el imperio, no dejaba de subrayar un acusado romanismo en la idea que animaba aún el imperio monárquico español.

			Los intentos por reubicar a España en el escenario de la civilización europea no pasaron por alto la crítica imperial. De hecho, es común a casi toda la publicística que entró en materia una clara segregación entre imperio y nación que identificó la segunda con la parte exclusivamente metropolitana. Descripciones de la “geografía de España”, análisis sobre el “carácter de los españoles”, estudios sobre el “derecho patrio” o ensayos de crítica literaria fijaron con precisión un ámbito de referencia que se centraba en la España metropolitana. Esa era la parte “nacional”, la que ocupaba una geografía europea que iba desde los Pirineos hasta el estrecho de Gibraltar y desde el Atlántico hasta el Mediterráneo, la que se componía de distintas provincias con caracteres diversos, que había generado históricamente un derecho propio o que había producido glorias literarias indiscutibles. Más aún, era esa parte nacional la que había generado un imperio que había extendido la civilización europea en América, aunque a la propia España —como argumentaba Jovellanos en su discurso de ingreso en la Real Academia de la Historia en 1780— le hubiera costado, mezclada con la llegada de una dinastía “extranjera”, la experiencia del despotismo.

			La evidencia de lo contundente que resultó esa segregación conceptual entre imperio y nación puede percibirse mejor en América porque fue ahí donde se trató afanosamente de corregirla; ahí, como bien lo ha explicado la historiografía, se desplegaron entonces desde distintos ámbitos intelectuales y artísticos discursos centrados en la promoción de un patriotismo local que tenían clara intención: transitar de una contemplación y estudio de la naturaleza y el paisaje a la consideración del reino como una patria en la que pudieran ejercer su papel los buenos repúblicos. Podía imaginarse un público propio al cual dirigirse desde una prensa periódica que buscó la promoción del patriotismo como vinculación entre los “conciudadanos” y el reino —la patria— tanto por medio de una identidad literaria, arqueológica, científica o artística, como de la búsqueda colectiva de la felicidad del cuerpo político. Tertulias, reuniones y hasta conspiraciones —reales o imaginadas— conformaron espacios donde fue socializándose una identidad patriótica que si tenía el local como ámbito de desenvolvimiento no dejó de visualizar un espacio regional como propio. En una propuesta de reforma del teatro o en una polémica sobre las virtudes curativas de las lagartijas, podía trasladarse un discurso patriótico reivindicando la relevancia comunitaria propia en un contexto “nacional” español.

			Efectivamente, este patriotismo sirvió para reclamar presencia en la “nación española”, ese sujeto sobre todo literario y de civilización que se fajaba por regularizarse ante Europa pero que los intelectuales españoles, salvo raras excepciones como la de Benito Ramón Feijoo, entendían como sólo metropolitana. A esa finalidad respondía el común interés de gran parte de los intelectuales americanos por mostrar una regularidad antropológica e histórica de sus comunidades. La escritura de la historia resultó aquí esencial para forjar identidades no sólo en el Atlántico sino también más allá. Un caso paradigmático es el de los Comentarios reales de incas del inca Garcilaso de la Vega: un texto producido para defensa y probanza de la nobleza familiar ante la corte de Felipe II, convertido editorialmente en una Historia general del Perú a comienzos del siglo XVII, se relanza en Madrid en 1722 en el ambiente historiográfico de los novatores en polémica con los falsos cronicones, se convierte en un relevante marcador de identidad para la elite indígena peruana y es finalmente prohibida su lectura en 1782 tras el levantamiento de Tupac Amaru II.

			El poblano Mariano Fernández de Echeverría y Veytia ofreció también un buen ejemplo del sentido identitario que tenía la reinterpretación historiográfica: al igual que estaban haciendo los escritores públicos vascos, se afanó por encontrar en la cultura tolteca muestras inequívocas de una religión monoteísta que admitía y admiraba la Creación y que, consecuentemente, entroncaba sin duda con los pueblos dispersos tras el Diluvio. Si los vizcaínos podían presentarse como una gens bíblica, lo mismo cabía ensayar para pueblos americanos, como hicieron entonces con resultados muy prácticos —utilizando tanto la escritura como la pintura— los tlaxcaltecas. Se trataba, como en el caso de los pueblos peninsulares, de mostrar la idoneidad de la comunidad propia como república perfecta y, por tanto, con los atributos precisos para hacerse cargo de su propio gobierno en el contexto de la monarquía.

			Estos debates, aquí sólo esbozados, sobre imperio y nación en el Atlántico hispano, se produjeron contemporáneamente al intento más decidido de reformulación imperial de España. Cabría considerar todo el proceso de reforma del gobierno de América que va desde las reorganizaciones virreinales hasta las ordenanzas de intendentes como una Nueva Planta americana. Al igual que ocurriera con los territorios de la Corona de Aragón al hilo de la guerra de Sucesión a comienzos de la centuria, la Corona intervino decididamente tanto en el orden territorial americano como en su gobierno. La creación de nuevos virreinatos en Nueva Granada (1717 y 1739) y Río de la Plata (1776), de la capitanía general de Venezuela (1777) y de la independencia definitiva de la de Chile respecto de Lima (1798), así como la creación de la comandancia general de las Provincias Internas en el norte novohispano (1776), fueron las intervenciones territoriales de mayor alcance. Se acompañó, como es bien sabido, de una reforma del gobierno territorial en América que lo transfirió a mandos militares peninsulares de alta graduación que en calidad de intendentes acumularon las cuatro causas (justicia, hacienda, guerra, policía). El esquema básico de gobierno virreinal en América no se había alterado sustancialmente (sobre todo cuando se introdujeron en los años noventa rectificaciones a las ordenanzas de intendentes que devolvieron peso a los virreyes) pero sí se le habían agregado nuevas y muy significativas porque implicaron una fuerte territorialización del poder. Recuérdese que junto a la creación de las intendencias se implementaron otros gobiernos, peor conocidos historiográficamente, las subdelegaciones y partidos, con la intención de trabar el territorio desde el ámbito local hasta el regional.

			Junto a ello, la monarquía se empeñó entonces en conocer mejor los límites del imperio y en fortificarlo, además de generar nuevas formas corporativas en los extremos comerciales de aquel espacio que se había abierto controladamente desde 1788 con los decretos de libre comercio. Expediciones como la más emblemática de Malaspina dieron como resultado no sólo un mejor conocimiento de los limes imperiales sino también novedosas propuestas para el gobierno de ese complejo espacio, mientras las fortificaciones y plazas militares, además de la creación de milicias locales para la defensa local del imperio, reforzaron a su vez el sentimiento patriótico. Por otro lado, la creación en los años noventa de nuevos consulados comerciales, como Guadalajara o Buenos Aires, generaron una identidad corporativa en competencia con los circuitos monopolistas de Lima y México.

			Como puede deducirse de las no pocas reacciones a este proceso de imperialización de la monarquía, no resultaba un programa de fácil y pacífica implementación. Sin embargo, su bloqueo no se determinó por falta de voluntad o incapacidad interna sino por la propia “tectónica imperial” del Atlántico euroamericano. Si una nueva moral imperial había logrado abrirse camino entre las oficinas ministeriales, las autoridades coloniales y una parte no despreciable de las elites americanas, la dinámica imperial atlántica entre la independencia de las colonias inglesas de Norteamérica en 1776 y la estabilización de una república con proyecto imperial propio en Francia entre 1795 y 1799 hizo inviable el proyecto de conformar sobre su base una suerte de “imperio comercial católico”.

			Entre la paz de Basilea (1795), que incluyó la cesión total a Francia de la colonia primada de España en América, el tratado de San Ildefonso del año siguiente sancionando la alineación con Francia en política internacional, o el de Subsidios de 1803 que aceptaba sufragar en metálico los proyectos imperiales napoleónicos, marcaron un camino que conducía a una suerte de “abducción” por parte de Francia de la parte imperial de la monarquía española, como se vería muy poco tiempo después en Trafalgar. Si la monarquía se había visto precisada por su plegamiento imperial a Francia a apropiarse de la deuda privada de la elite americana mediante el decreto de consolidación de Vales Reales (1804), la imagen del Santísima Trinidad, el mayor navío del Atlántico, hundiéndose frente a la costa gaditana en octubre de 1805, simbolizaba perfectamente la incapacidad de un reciclaje imperial de España.

			CRISIS DE LA MONARQUÍA

			Como confesó paladinamente Joaquín Murat —el “virrey” nombrado por Napoleón para gobernar España— a los comisionados de Fernando VII que en marzo de 1808 buscaban sanción imperial a su tumultuoso acceso al trono, el emperador francés tenía ya decidida la mediatización de la monarquía. En efecto, siguiendo el proyecto de Talleyrand de hacer desaparecer la sangre de Borbón de los tronos europeos, Napoleón proyectó la absorción dinástica de España como parte de la conformación de su imperio del mediodía, y por otra parte, la familia real española no se la pudo poner más fácil. Las dos facciones de la corte, encabezadas por Carlos IV y su heredero, el príncipe Fernando, habían venido dando suficientes pruebas de plegamiento a los designios del emperador e intentado ganarse su favor incluso antes de conocerse, el mismo día de la firma del tratado de Fontainebleau (1807), la conspiración urdida en el cuarto del príncipe de Asturias contra Carlos IV y Manuel de Godoy. Durante los meses siguientes, ya con numerosas tropas francesas ocupando relevantes plazas militares españolas, no harían sino dar nuevas facilidades al emperador de Francia que culminaron en el motín organizado por la facción fernandina que en marzo de 1808 provocó en los sitios reales de Aranjuez la renuncia de Carlos IV y la proclamación de Fernando VII.

			Con tales precedentes, resulta menos extraño que toda la familia real accediera no sólo a su traslado a suelo extranjero —hecho inusitado en la historia de la monarquía— sino también a una completa renuncia de sus derechos dinásticos en favor de Napoleón a comienzos de mayo. Al hecho grave del desamparo del reino siguió el gravísimo de la renuncia de lo irrenunciable: la soberanía. La publicación en la Gaceta de tales actos el 20 de mayo tenía la clara intención, por parte de Bonaparte, de cerrar rápidamente la crisis en clave dinástica. Ahí Carlos IV, como “último acto de mi soberanía”, anunciaba haber cedido “a mi aliado y caro amigo el Emperador de los franceses todos mis derechos sobre España e Indias”, ordenando a sus súbditos obedecerle como nuevo soberano. Lo propio haría el príncipe de Asturias en su nombre y el de los demás infantes reales, todo ello a cambio de rentas vitalicias y posesiones cuyo pago endosaría luego el emperador a las arcas de la real hacienda española en el tratado que firmó con su hermano José para la cesión de la Corona de España.

			Como era habitual en la política napoleónica, el proceso de mediatización se cerró con la publicación de una constitución de factura imperial para España. Elaborada en las oficinas imperiales, corregida por el propio Napoleón y ligeramente modificada por la asamblea que reunió por designación directa en Bayona para su aprobación, la constitución se promulgó a comienzos de julio de 1808. En la línea que mantenía el constitucionalismo de diseño imperial napoleónico desplegado por Europa, establecía una monarquía moderada por instituciones pensadas más a manera de consejos del rey que de instancias parlamentarias: un Senado vitalicio, unas Cortes estamentales y un Consejo de Estado con funciones colegisladoras. Añadía también, por primera vez en la historia de la monarquía, presencia americana mediante una diputación propia en las Cortes y en la corte. Disponía la creación de una sección específica de Indias en el Consejo de Estado (España, 1808, arts. 52 y 55) y abría un título específico, el décimo, para tratar la representación americana. Acompañaban finalmente algunas medidas largamente añoradas por los ilustrados españoles: unificación de códigos, planta y jerarquía uniforme de tribunales con uno superior de casación, supresión de aduanas interiores, abolición de privilegios fiscales y separación de la hacienda pública y del tesoro real.

			Si una parte significativa de oficiales e intelectuales españoles se adhirió a la oferta josefina — ciertamente mucho más atractiva que la fernandina de baratear sus derechos dinásticos—, otra no lo hizo. La razón, como explicaron en sus memorias y recuerdos del momento varios de ellos, como el conde Toreno, Jovellanos o el poeta Manuel José Quintana, radicó no en esa parte del programa ilustrado sino en la que afectaba de lleno a la monarquía desde el punto de vista del ius gentium. En efecto, no sólo leían un texto que se decía hecho por orden del emperador de los franceses y que a él remitía los derechos dinásticos sino que, además, explícitamente liquidaba la presencia independiente de España en el escenario internacional mediante el artículo 124, lo que no hacía sino sancionar una larga serie de disposiciones en este sentido adoptadas por Napoleón desde la ocupación de la monarquía.

			La constitución de Bayona no tuvo implicaciones prácticas, sobre todo porque el propio emperador, soberano radical de España, lo decidió así tras la derrota de sus tropas en la batalla de Bailén en julio de 1808. Al tomar personalmente el mando de la situación, él mismo redujo el orden constitucional de España a unas pocas disposiciones adoptadas en los decretos de Chamartín en diciembre de ese año. Sin embargo, ese texto tiene la relevancia de cerrar la mezcla que singularizó a la crisis española durante las dos décadas siguientes al combinar una crisis imperial y otra monárquica.

			La primera crisis atlántica, la británica, se originó en la parte imperial sin afectar constitucionalmente a la parte monárquica. De hecho, fue justamente por permanecer intacta la parte monárquica que pudo casi sobre la marcha recomponer su estrategia imperial y volcarse en la expansión en India. La francesa pocos años después se originó en su raíz monárquica y luego se transfirió a su parte imperial con la revolución haitiana como hecho más relevante. Como es sabido, fue en la Francia de la primera Asamblea Nacional Constituyente donde surgió por primera vez la necesidad de dar un tratamiento constitucional al espacio colonial. Además de los poderosos plantadores blancos, también los libres de color (algunos de ellos bastante ricos) desplegaron su lobby para obtener representación propia en la asamblea. El resultado constitucional francés fue realmente seminal pues inauguró una estrategia, que seguirán también otros experimentos constitucionales de naciones con colonias, consistente en separar la parte nacional de la colonial. Todo seguía formando el imperio francés, pero la constitución solamente se refería a la parte nacional (la Francia europea) en tanto que el resto del imperio (la parte colonial) sería regido por leyes especiales. Las revueltas de esclavos y negros libres que se sucederán en Saint Domingue a lo largo de los noventa y que desembocarán en la derrota francesa en 1803 y en la proclamación de la independencia de Haití el 1 de enero de 1804 tuvieron mucho que ver con esa forma de prolongación del estatuto colonial. El constitucionalismo haitiano comenzó, como había ocurrido en las colonias inglesas y sería lo usual en la América española, por una declaración de autonomía. La constitución proclamada por Toussaint Louverture en 1801 proclamaba que Saint Domingue pertenecía al imperio francés pero se regía por sus propias leyes. Era, aunque pueda resultar paradójico, una reafirmación de lo estipulado por el primer constitucionalismo francés, es decir, que los territorios coloniales precisaban de legislación especial. La diferencia, obviamente, residía en el hecho de que Louverture consideraba que esa especialidad debería ser definida localmente y no en la distante asamblea de París. Como demostraba el artículo 3º de esa constitución, se entendía que existía una conexión entre la condición de libre y la de francés: “... todo hombre nace, vive y muere libre y francés”. Este principio no era incompatible con una pretensión de mantener un sistema basado en la propiedad de extensas plantaciones, sino al contrario. Era para ello que el sistema ideado por Louverture conectaba con un sistema mercantil imperial.

			Todo cambiaría a partir de 1803. La derrota del proyecto de reintroducción de la esclavitud en Santo Domingo, que Napoleón trató de llevar a cabo militarmente, marcó el inicio de una serie de experimentos constitucionales que desembocarían en el modelo asentado en 1816. En ellos resultará determinante establecer una identidad nacional y ciudadana haitiana que se basó en una asimilación inversa de la distinción racial. Así, a partir de 1806 los textos constitucionales haitianos adoptaron los principios de la prohibición de la esclavitud y de la identificación del ciudadano haitiano con el afrodescendiente. Provisiones como la extensión de la nacionalidad a toda persona de ascendencia africana o amerindia (Haití, 1816, art. 44; Haití, 1843, art. 7) o las limitaciones a blancos para poseer tierras (Haití, 1805 art. 12) marcaron una pauta constitucional de desarticulación radical de la sociedad colonial previa y de conformación de nuevas formas de dominación social al margen de los esquemas imperiales. De hecho, fue también una característica del constitucionalismo haitiano la renuncia expresa a interferir en los nudos imperiales que se articulaban a través del Caribe.

			La tercera crisis monárquico —imperial en el Atlántico se produjo en el entramado luso— brasileño. La crisis portuguesa dio un giro radical al trasladarse la monarquía al imperio en 1807 para gobernar todo el conjunto desde la “Versalles tropical”. Se trató de una decisión tan inusitada como cargada de consecuencias constitucionales, como iremos viendo. Las más relevantes fueron la generación de un poder imperial en la parte colonial, la conformación de una unión de reinos en una monarquía que carecía de cualquier tradición al respecto y, finalmente, a partir de los años veinte, la independencia de la parte metropolitana y europea en la revolución iniciada en Oporto así como la creación del único imperio exitoso en América.

			La crisis española, finalmente, se distinguió por combinar desde un principio ambas formas de crisis: del imperio y de la monarquía. La crisis imperial se había certificado en Trafalgar con el corolario de las invasiones inglesas en el Río de la Plata que culminaban el proceso de cesiones imperiales iniciado en la paz de Basilea de 1795 y que vimos en el epígrafe previo. Pero si ese goteo de cesiones se produjo fue porque subsistía la parte monárquica para hacerlo sujeto del derecho de gentes. Lo que ocurrió entre octubre de 1807 con la firma del tratado de Fontainebleau, las cesiones irregulares de la familia real española —mayo de 1808— la aprobación de la constitución de Bayona —julio del mismo año—, fue que España dejó (o, eventualmente, dejaría de ser) un sujeto propio del derecho de gentes. En otros términos, la monarquía española había perdido su independencia, con lo que se cumplió el vaticinio expresado por varios intelectuales europeos décadas antes de que la monarquía española fuera sometida a tutela.

			De hecho, la crisis fue tempranamente interpretada de este modo como una situación generada por la alteración napoleónica del ius pubblicum europeum. El que probablemente fue el texto más influyente escrito en 1808, Centinela contra franceses del erudito catalán Antonio de Capmany, se concibió como una explicación del papel de la “nación española” como restauradora de ese orden injustamente alterado por el “déspota de la Europa”. La insistencia en ese punto de la numerosa folletería que salió entonces de las prensas no era gratuita. En el mismo sentido se expresó una abundante literatura europea que encontró en España la “nación de héroes” capaz de resistir aquella alteración del derecho internacional europeo.

			Fue así como lo que el rey y la corte consintieron contraviniendo la legislación fundamental de la monarquía lo resistió aquella “nación de héroes”. El problema fue que dicha nación distaba mucho de existir, ya no como cuerpo político sino al menos como cuerpo. Lo que en la república de las letras era defendible como conjunto de glorias literarias era invisible política y socialmente. Ya lo habían recordado los intelectuales que veíamos al comienzo de este ensayo, como León de Arroyal, al lamentarse de la falta de una constitución del reino. Francisco Primo de Verdad y Ramos, síndico del ayuntamiento de México en 1808, al defender la necesidad de formar una junta para enfrentar convenientemente la crisis, tuvo que recordar a la opositora Real Audiencia que entre el rey y los pueblos no había nada constitucionalmente hablando. No podía resumirse mejor en qué había parado la constitución de Castilla —y, por extensión, de la monarquía después de la Nueva Planta— una vez liquidada la presencia constitucional del reino. Era la imagen, en fin, recogida por una literatura jurídica que el abogado Verdad y Ramos conocía bien y que fijaba en los pueblos y no en el reino los auténticos sujetos constitucionales de la monarquía junto al rey. Lorenzo de Santayana y Bustillo, en un prolijamente utilizado tratado sobre el gobierno municipal escrito en los años cuarenta del siglo XVIII, arrancaba estableciendo que si por derecho natural el gobierno de los pueblos pertenecía a ellos mismos, por pacto originario habían transferido en el monarca una “potestad civil” y éste, aun reservándose dicha potestad, había comunicado a los ayuntamientos de los pueblos el “gobierno político”. José Agustín Ibáñez de la Rentería, al proponer la elaboración de un código municipal de la monarquía, sintetizaba bien el resultado de esas transferencias entre pueblos y rey en la monarquía española: “La España es una monarquía pura, cuya feliz constitución es la causa de la calma y sosiego interior que ha experimentado en estos siglos, pero contiene en su seno una infinidad de Repúblicas...”.

			Fue esa “infinidad de Repúblicas” la que se activó desde finales de mayo de 1808 para resistir la mediatización dinástica de la monarquía. Lo hicieron, sin embargo, como cuerpos diferenciados, no como reino o compacto “nacional”. Las reconstrucciones más precisas del proceso de formación de juntas dan cuenta de un hecho muy significativo: ahí donde quedaba memoria de una constitución territorial propia —como los territorios de la corona de Aragón o Asturias— la junta se vio como reproducción de un cuerpo colectivo de representación del territorio; donde esta tradición territorial no quedaba ni como recuerdo —caso de Castilla— las juntas conformaron una suerte de alfoz provincial a partir del protagonismo de la capital. La junta de Sevilla fue el caso donde esta tendencia a recrear una ciudad como corte fue más acusada, pues intentó no sólo controlar otras juntas andaluzas sino extender también su “alfoz” a América, titulándose Suprema de España e Indias.

			El primer cuerpo “nacional” que se conformó tras la crisis de la monarquía fue, de hecho, una creación igualmente local. La Junta Suprema Central Gubernativa del Reino constituida en septiembre de 1808 en Aranjuez —el mismo sitio real donde Fernando había depuesto a su padre en marzo— se conformó por iniciativa de las juntas locales y se configuró como reunión senatorial de representantes de las mismas. Es interesante atender con algo más de detalle a este momento de creación de un primer cuerpo de gobierno general de la monarquía, porque ahí se encuentran algunas claves determinantes para la evolución de la crisis en las siguientes décadas.

			Después de un carteo cruzado entre varias juntas peninsulares se decidió convocar un cuerpo colectivo de todas ellas, “adonde todas las provincias y reinos acudan por medio de representantes”, según decía la primera convocatoria de la junta de Murcia en junio de 1808. “Formemos un cuerpo, elijamos un Consejo”, concluía esta circular que abrió un debate entre distintas juntas, en el que se impusieron finalmente dos principios: en primer lugar, como resaltó la junta de Sevilla, reconocer la desautorización de las autoridades tradicionales, como el Consejo de Castilla, por su actitud reciente de plegamiento a la voluntad imperial francesa, y, en segundo lugar, reconocer por “incontestable que es propio y privativo de las Juntas Supremas [es decir, las provinciales] elegir las personas” que formarán el cuerpo central. Las juntas provinciales estaban proponiendo, por tanto, crear un cuerpo central como representación de sí mismas y en las mismas condiciones constitucionales que se habían creado ellas. Esto implicaba que transferían a esa Junta Central “su fiel depósito” de la soberanía, “hasta que haga entrega” del mismo al monarca. Con ello, también una expresa limitación al no poder disponer activamente de esa soberanía ni, consecuentemente, “reformar en la parte más mínima la Constitución actual”, como recordaban las juntas de Castilla y León.

			La historiografía suele recordar como hecho notorio que la Junta Central decidió también convocar a representantes americanos a su seno, lo que abrió los primeros procesos electorales en el continente para enviar representantes a un gobierno general de la monarquía. Sin embargo, pocas veces se repara en el hecho de que esta decisión se tomó cuatro meses después de haberse formado la Central y que, cuando las juntas peninsulares debatían sobre su formación, se dio por hecho lo contrario: que América era objeto pero no sujeto de gobierno. La junta de Valencia fue especialmente cristalina en este punto al afirmar que la razón más poderosa —además de hacerle la guerra al emperador de los franceses— para crear un gobierno central “es la conservación de nuestras Américas y demás posesiones ultramarinas”. Sin un gobierno central no se sabría “cuál de las provincias dirigirá a aquellos países las órdenes y disposiciones necesarias para su gobierno, para el nombramiento y dirección de sus empleados y demás puntos indispensables para mantener su dependencia”.

			En efecto, la actitud primera al crear un gobierno “nacional” de la monarquía en el escenario de una crisis inusitada de la misma constituyó una prolongación evidente y lógica de la dinámica imperial. La parte nacional se seguía entendiendo la metropolitana y la ultramarina parte colonial precisada de que alguna autoridad nacional le dirigiera órdenes y le nombrara empleados, como recordaba Valencia. Sin embargo, el 22 de enero de 1809, cuatro meses después de formada, la Junta Central emitió un sorprendente decreto en el que anunciaba a los americanos una doctrina radicalmente contraria: ya no eran consideradas colonias sino partes “esenciales” de la monarquía. En América se acusó perfectamente recibo del cambio que este decreto implicaba en su estatuto dentro del cuerpo de la monarquía al transferirles, potencialmente al menos, de la parte imperial a la nacional, como manifestó ejemplarmente el instructivo enviado a su representante en ese cuerpo central de la monarquía por el cabildo de Santafe de Bogotá. En él, su redactor, el jurista Camilo Torres, reclamaba consecuentemente idéntica representación a la gozada por las provincias peninsulares, tocando con ello el punto esencial que debía derivarse de la asombrosa declaración de enero de 1809.

			Como es sabido, ello no fue así ni en esta ocasión ni en las sucesivas en que se convocó a la formación de un cuerpo nacional. América fue desde ese mismo momento en que se manifestaba su nuevo estatuto, tratada de manera diferenciada y desigual en cuanto a su representación. De hecho, todo hace sospechar que tan notable cambio en el discurso público de la autoridad central que resistía la absorción imperial de la monarquía por parte de Francia fue forzada y no derivada de un planteamiento basado en la necesidad de la igualdad. Tres hechos al menos estuvieron detrás de este cambio de actitud: el conocimiento de la constitución promulgada por Napoleón con inclusión de representación americana (también subsidiaria y diferenciada), el giro dado personalmente por el emperador a la situación militar en la Península con la toma de Madrid y la huida a Sevilla de la Junta Central, y el conocimiento y aceptación por parte de esta institución del crimen político de la mayor gravedad ocurrido en México en septiembre de 1808.

			La crisis de la monarquía se había traducido en un momento protagonizado por los pueblos que, en la parte metropolitana y autorreconocida como “nacional” de la monarquía, había conducido a una solución, como expresaba la junta de Valencia, de hecho federativa. Lo que se federaba no eran estados o cuerpos políticos soberanos sino más precisamente un depósito de la soberanía, es decir, una suerte de tutela colectiva sobre un bien que debía reintegrarse a su legítimo dueño, el rey Fernando VII. Esa tutela la ejercían los pueblos y ellos, por medio de sus juntas, la transfirieron en un cuerpo federal de los mismos, la Junta Central. El hecho significativo es que este mismo proceso se activó también en América con similar propósito de generar cuerpos políticos tutelares de la soberanía: en México, Caracas, La Paz, Chuquisaca y luego en Bogotá, Buenos Aires y otras capitales se fueron creando juntas que reclamaron para sí el derecho a la tutela de la soberanía. Las autoridades peninsulares que condujeron el tránsito hacia una crisis constitucional (la propia Junta Central y la Regencia formada en enero de 1810) nunca reconocieron, sin embargo, en los americanos tal capacidad de tutela. La invitación a formar parte de la Junta Central implícitamente la negaba al llamar a elegir representantes no a las juntas formadas en las capitales de los reinos, como la Península, sino a los cabildos y en forma claramente inferior en cuanto a la representatividad. Se abrían así posibilidades evidentes de reproducción constitucional del imperialismo que se evidenciarán en Cádiz.

			EL GIRO CONSTITUCIONAL

			Aunque merodeó desde temprano ciertos discursos, la idea de que la crisis respondía no sólo a una acción despótica exterior sino también a un despotismo interior se fue abriendo paso a medida que la situación militar empeoró en la península ibérica. Según esta interpretación, por tanto, la solución de la crisis vendría no sólo del campo militar sino también, y necesariamente, de la mano de una reforma constitucional de España. El 15 de abril de 1809, el diputado por Aragón en la Junta Central Lorenzo Calvo de Rozas, hizo la propuesta formal a este cuerpo de transformar la crisis en una crisis constitucional. Se condensaba ahí un estado de opinión dentro de la propia Junta que ya había expresado pocos días antes Jovellanos. La idea medular de su concisa intervención vinculaba ahora la independencia no a una realización en el ámbito del derecho de gentes únicamente, sino también en el del ius pubblicum interior que se debía expresar en términos constitucionales. “Debe el español saber desde ahora que no lucha tan gloriosamente con el invasor de su Patria para volver a poner su independencia, tan caramente rescatada, a la libre disposición de una Corte caprichosa, de un favorito ambicioso o de las cualidades personales de un soberano”. Independencia ahora debía significar también algo más que devolución al monarca del depósito de soberanía: la formación de “una Constitución bien ordenada” que corrigiera el “cúmulo de desórdenes que se introdujeron en todos los ramos de la Administración Pública”.

			El hecho de que la Central tuviera en consideración esta propuesta llevó a la elaboración de un decreto, con fecha 22 de mayo, que asumía la interpretación del momento como una crisis constitucional y hacía un llamamiento general a participar en su resolución por medio de la opinión: “Llegó ya el tiempo de aplicar la mano a esta grande obra y de meditar las reformas que deben hacerse en nuestra administración, asegurándolas en las leyes fundamentales de la Monarquía, que solas pueden consolidarlas, y oyendo para el acierto, como ya se anunció al público, a los sabios que quieran exponer sus opiniones”. Conscientes los miembros de la Central de que el momento que abrían con esta convocatoria superaba las facultades de un cuerpo pensado como depositario de la custodia y tutela de la soberanía regia, en el mismo decreto hacían un primer llamamiento para restablecer “la representación legal y conocida de la Monarquía en sus antiguas Cortes”. Con el fin de ir preparando sus trabajos, la Central convocaba a cuerpos y personas de la monarquía a enviar sus opiniones sobre el modo de hacer observar y mejorar las leyes fundamentales, ordenar la hacienda, conducir la guerra, reformar la educación y determinar la “parte que deban tener las Américas en las Juntas de Cortes”. Dicho de otro modo, la Central abrió con este decreto un proceso generalizado de producción de opiniones constitucionales que recorrió gran parte de la geografía monárquica a ambos lados del Atlántico.

			En América este llamamiento confluyó con otros procesos de producción de cultura y propuestas constitucionales. Por un lado, los derivados de las condiciones electorales peculiares previstas por las propias autoridades metropolitanas para América; por otro, los que con dinámica propia comenzaron a surgir al concluirse también en distintos lugares de la monarquía americana que el momento requería de una transformación de la crisis. El resultado de estas confluencias fue la producción de un magma de cultura y propuestas constitucionales de una inusitada variedad en el Atlántico euroamericano que constituyó la materia prima con la que se trabajó a partir de entonces en un variado y activo laboratorio constitucional que funcionó a pleno rendimiento en las décadas subsiguientes.

			Como se mencionó, la convocatoria americana para la Junta Central fue no sólo tardía e inducida por los acontecimientos más que derivada de una reflexión de fondo sobre la naturaleza de la monarquía, sino también diferenciada respecto de la peninsular. Del mismo modo, el llamamiento para elegir diputados a las Cortes y el reglamento para elegir a los suplentes en Cádiz en tanto llegaban los titulares fue diferente para los americanos. En general puede decirse que si para la parte europea se previó una representación combinada de diputados en las juntas, las ciudades de voto en Cortes y de diputados provinciales elegidos por los vecinos padres de familia, en América la representación se redujo a un modelo corporativo que tuvo su epicentro en los cabildos. Esto tuvo como efecto que numerosas corporaciones municipales americanas redactaron instrucciones para los representantes tanto ante la Junta Central —aunque ninguno llegara antes de su disolución en enero de 1810— como ante las Cortes. Estas instrucciones se solaparon con el llamamiento de mayo de 1809 para opinar generalizadamente sobre asuntos constitucionales y, por otro lado, con procesos reconstituyentes propios, generando así en América también un notable paquete de textos relacionados con las “reformas necesarias” en la monarquía que serían utilizados indistintamente por los representantes americanos ante diversas autoridades, metropolitanas o regionales, como reclamos constitucionales. No serían, por otra parte, los únicos llamamientos a opinar, pues los renovarían las propias Cortes así como las nuevas autoridades creadas tras las independencias, como fue el caso de Agustín de Iturbide. El resultado es una ingente masa documental que constituye el retrato más elaborado disponible sobre la monarquía española en su momento crepuscular en al menos dos sentidos. Por un lado, refleja las aspiraciones de distintas corporaciones, sobre todo las municipales, respecto a su ubicación en el cuerpo monárquico o en el nuevo escenario republicano (elevación de su estatus, adquisición de signos de capitalidad como obispado, universidad, tribunales, consulados, etc.), y por otro, muestra el estado de opinión acerca de la manera como debían reconstituirse tanto la monarquía como los espacios locales y regionales de la misma.

			Por tanto, antes de haber constituciones en el Atlántico hispano hubieron muchas opiniones constitucionales. Se trató de una opinión ante todo local pero en absoluto reducida a unas miras locales. Aquella producción generada en torno a instrucciones, invitación a opinar desde la Junta Central y las Cortes o debates políticos y constitucionales propios abarcó tanto la promoción local y regional como el orden general de la monarquía. Se debatió, y mucho, sobre cómo organizar correctamente un gobierno de la monarquía en ausencia del titular legítimo de la soberanía, qué alcance dar a la “reforma” o el “restablecimiento” de unas leyes fundamentales viciadas por la privanza de ministros corruptos, el despotismo ministerial desarrollado al hilo de la liquidación de la vida constitucional del reino desde el siglo XVI o el acaso que revoloteaba siempre sobre las cabezas coronadas y sus actitudes políticas. En definitiva, se trató abundantemente sobre cómo derivar las leyes fundamentales de la monarquía en una sola ley fundamental que regulara de manera conveniente, y para el “buen gobierno y recta administración del Estado”, como diría la constitución gaditana de 1812, el establecimiento político. Implicando ya indefectiblemente a toda la extensión de la monarquía, fue un momento también en que se replanteó su orden imperial, alcanzando el debate al estatuto respectivo de cada una de sus partes, de las posibilidades de recomposición de aquel gigantesco cuerpo sobre la base de una reconstitución de sus territorios o, alternativamente, de creación de cuerpos políticos independientes, Estados por sí mismos.

			CONSTITUCIÓN COMO EMANCIPACIÓN

			Entramos en el cruce decisivo que nos permite explicar las razones de la extraordinaria profusión constitucional que se produjo en el Atlántico hispano a partir de 1810. Debemos para ello desviar nuestra mirada de la metrópoli y de los acontecimientos que estaban llevando a una remisa Regencia, instalada a finales de enero de 1810, a convocar definitivamente el congreso de las Cortes en un Cádiz asediado por los ejércitos imperiales franceses, y fijarla en América, más concretamente en un escenario que se estaba mostrando especialmente activo constitucionalmente, el de la Tierra Firme. Aquí fue perfectamente visible el tránsito que condujo de la reafirmación en 1808 de la sustanciación de la soberanía regia de Fernando VII en el cuerpo místico que conformaba con sus pueblos dando forma a la monarquía, a la “desmembración” de una sucesión imparable de soberanías, casi tantas como pueblos, que fue certificada en 1810.

			Al igual que ocurrirá en septiembre en Cádiz, la única ciudad peninsular resistente a la embestida imperial francesa, en la parte americana de la monarquía, a lo largo de 1810 y 1811 se certificó el tránsito de las juntas a los congresos. “Congreso General de Venezuela” es el título con que se reunió a comienzos de febrero de 1811 la primera de estas asambleas americanas que dio fruto constitucional. Era “congreso” porque su reunión quería superar la condición de depositarias de la soberanía regia que tenían siempre las juntas y era “general” porque quería ahí encarnado un cuerpo político conformado por la voluntad de las provincias pero sustancialmente nuevo: el Pueblo. En la capital neogranadina sesionaba desde diciembre de 1810 un congreso reunido a manera de Cortes del reino cuyo fracaso para reconstituir el cuerpo político neogranadino dio paso a una proliferación de estados y soberanías locales y a una dinámica de relaciones diplomáticas, entre ellas, para buscar la recomposición de un cuerpo colectivo. Experimentos similares tendentes a reconstituir cuerpos políticos se dieron en Quito y en el Alto Perú, pero fueron liquidados por mano militar. Los recorridos en gran parte del Atlántico fueron muy similares: creación de una suerte de Junta Central o reunión de delegados de juntas para transitar luego hacia un congreso que diera forma a un cuerpo político nuevo identificado con la nación o con el pueblo.

			Allá donde no pudieron llegar los tentáculos imperiales, como el Río de la Plata o en 1815 la Nueva Granada, el ciclo se cumplió como lo hizo en la metrópoli en ese bienio decisivo de 1810 a 1812. Se reprodujo la misma tensión entre las soberanías locales fuertemente decididas a reconstituir por sí mismas el lugar de sus respectivos pueblos en el escenario de crisis de la monarquía y, por otro lado, los intentos de generar nuevos sujetos políticos que se querían identificar con el Pueblo, entendido a la vez como suma federal de pueblos pero también como un nuevo y superior sujeto de soberanía. La considerable cantidad de textos constitucionales que se produjeron desde 1811 fue estrechamente pareja a ese prolongado debate sobre la retención de la soberanía en los pueblos o su transferencia al Pueblo o Nación que los abarcara.

			Donde, como en la España peninsular o en Venezuela, logró imponerse el congreso como “general” y “extraordinario”, asumiendo la soberanía en nombre de la Nación o el Pueblo y domesticando al gobierno, se procedió a elaborar una constitución también general para todo el cuerpo político. Por el contrario, donde este intento fracasó tempranamente —como en Bogotá o Buenos Aires— el proceso constituyente se trasladó a las provincias y pueblos, potencialmente a cada provincia o a cada pueblo autoconstituido como soberano. Así, el resultado inmediato del fracaso del “Congreso general” neogranadino de diciembre de 1810 fue la reunión de otro congreso, el de Cundinamarca, que creó ni más ni menos que un nuevo reino con Fernando VII al frente de un gobierno constitucional para la provincia de Santafe de Bogotá. El Colegio electoral y constituyente que estableció la “Monarquía constitucional” de Cundinamarca —que comenzaba por recuperar un nombre “primitivo” y “original” con su libertad— constataba que “necesita de darse una Constitución, que siendo una barrera contra el despotismo, sea al mismo tiempo el mejor garante de los derechos imprescriptibles del hombre y del ciudadano” (Cundinamarca, 1811, art. 1). Lo relevante no era la forma monárquica —de la que, por cierto, Cundinamarca prescindirá pronto, en 1812— sino el reconocimiento de la capacidad del pueblo de la provincia para constituirse y para establecer las condiciones de su reconocimiento de Fernando como rey y de su eventual federación con otros cuerpos políticos generados por las Cortes del reino neogranadino o por las de la generalidad de la monarquía, “con la igualdad que inspira la naturaleza y prescribe el derecho de gentes”.

			Entre 1810 y 1816, hasta veintitrés veces se repitió formalmente este momento constituyente sólo en la Tierra Firme, dieciocho de ellas en Nueva Granada. Una de las razones esenciales para explicar esta extraordinaria floración debe buscarse precisamente en las exhibidas por Cundinamarca para proceder a su propio arreglo constitucional: igualdad derivada de la naturaleza y del derecho de gentes. En efecto, el acto de constituir consistía en la formulación de un pacto entre iguales que hacían uso de un derecho natural coherente con el derecho de gentes. Esto significaba no sólo que ese derecho podía activarse una y otra vez —Cundinamarca lo hizo tres veces— sino, sobre todo, que podía ser asumido por cualquier cuerpo político que se reconociera a sí mismo como tal. Las numerosas pugnas entre distintos pueblos y provincias por el reconocimiento de esta condición de sujeto capacitado para actuar por sí en el ámbito del derecho de gentes derivó no pocas veces tanto en Nueva Granada como en el Río de la Plata en guerra abierta. Se reprodujo en esos conflictos el mismo cruce de registros en el discurso que se observa en los conflictos entre las autoridades metropolitanas y la insurgencia: lo que en la parte insurgente se entiende como ejercicio de un derecho natural y de gentes, en la parte que pretende la superioridad se interpretó como un acto de rebeldía por parte de un cuerpo súbdito o dependiente, inhabilitado para actuar por sí mismo en el espacio del ius gentium. Es literalmente lo que decían las Cortes de Cádiz respecto de Buenos Aires y Buenos Aires respecto de la Liga de los Pueblos Libres de la Banda Oriental. Fue, de hecho, como bien preveía por otra parte la propia cultura del derecho de gentes, por la vía militar como se acabó por imponer ese reconocimiento de independencia, según lo pudo constatar finalmente España en la América continental, o Buenos Aires mismo desde 1811 con Paraguay, hasta entonces una intendencia del virreinato.

			De nuevo la perspectiva comparativa puede asistir para comprender este momento de eclosión constitucional tan multiplicada. El mismo proceso se había abierto en la franja oriental británica de Norteamérica, imponiéndose en Filadelfia, aunque precariamente, un principio de unión confederal, el cual generó un cuerpo político colectivo que luego transitará hacia una forma federal más compacta. Era, como se quiso en Nueva Granada o Río de la Plata, una Unión de provincias o Estados que, en el caso norteamericano, cuaja porque logra imponer simultáneamente a la formación de los Estados Unidos un Pueblo: “Nosotros, el Pueblo de los Estados Unidos”, que se dio constitución en 1787 para formar una unión más perfecta. El hecho, hasta entonces inusitado, de conformar nuevos estados en el ámbito del derecho de gentes segregándose de una matriz monárquico-imperial, se había cerrado por medio de la constitución no sólo de esos mismos estados sino, ante todo, de un nuevo sujeto federal cuya función es, de modo muy sobresaliente, asumir en exclusiva el protagonismo en ese espacio del derecho de gentes: ex pluribus, unum. La crisis de soberanía en Francia se había cerrado de diversas maneras mediante sendos ensayos constitucionales (monarquía, república, imperio republicano), siendo a todos ellos común la idea esencial de unidad e indivisibilidad del cuerpo político de la nación. En ambos casos, el norteamericano y el francés —con las abismales distancias constitucionales que los separaron—, existe una simultaneidad entre proceso constituyente y conformación de Pueblo o Nación.

			En el Atlántico hispano fue el cruce entre crisis imperial y crisis monárquica lo que impidió una convergencia semejante, dando lugar a un mucho más diverso despliegue constitucional. De hecho, aquí el lema podría haber sido el inverso al norteamericano: ex unum, pluribus. A diferencia de lo ocurrido en la Norteamérica británica, no hubo en el Atlántico hispano un momento inicial de rebelión colonial motivada por querella fundamentalmente fiscal. Al contrario, si tuviéramos que medir la eficacia de los imperios atlánticos como mecanismos de exacción fiscal el español debería reputarse como el más efectivo de todos ellos: desde la intervención en las cajas de comunidad de los pueblos de indios en los años ochenta del siglo XVIII hasta la consolidación de vales a comienzos del XIX y los donativos y exacciones de guerra desde 1808, la contribución fiscal americana fue extraordinaria.

			Sin embargo, el momento en que se constata que tanto Fernando como la monarquía estaban irremisiblemente perdidos es, por ello mismo, determinante. En enero de 1810, de manera totalmente irregular, la Junta Central instituyó una Regencia ante el desplome de su resistencia militar a la invasión imperial francesa. A partir de ahí definitivamente se abrió un momento de convergencia de ambas crisis, imperial y monárquica, con resultados novedosos en la serie de crisis atlánticas que se iniciaron en Norteamérica después de la guerra de los Siete Años. No era sólo que el imperio estuviera ofreciendo muestras evidentes de debilitamiento en su legitimidad, sobre todo después de saberse que su beneficio fiscal se derivaba hacia otro proyecto imperial, incluso forzado al máximo con la apropiación, por parte de la Corona en 1804, de los créditos que venían facilitando sobre todo instituciones eclesiásticas. La serie de representaciones que en Nueva España numerosas corporaciones dirigieron al virrey José de Iturrigaray, quien casi se estrenó con la aplicación de esta medida, demostraba hasta qué punto ese hecho estaba comenzando a erosionar la legitimidad imperial. Si a ello añadimos que a finales del año siguiente se recibió la noticia de la derrota de Trafalgar y poco después que Francisco de Miranda intentaba, con apoyo haitiano, un desembarco en Venezuela y que la marina británica taladraba el extremo sur del imperio, puede tenerse un cuadro de en qué situación imperial encaraba la monarquía la peor de sus crisis desatada desde octubre de 1807 en el Escorial y certificada en mayo de 1808 en Bayona.

			La larga serie de vistosas y hasta exageradas proclamaciones de Fernando como rey, tanto en la España peninsular como sobre todo en la americana, demuestran que, a pesar del evidente deterioro imperial, la auctoritas monárquica era aún viable en 1808. De hecho, los intentos más denodados de recomponer la unión mística de Fernando con sus reinos se produjo en América donde, a diferencia de la metrópoli, no hubo un partido josefino relevante más allá de algunas autoridades precisamente metropolitanas. El atractivo en el Alto Perú de la opción de la infanta Carlota Joquina, princesa de Brasil, como sustituta de su hermano Fernando radicaba en buena medida en esa misma intención de recomposición del vínculo monárquico. El esfuerzo por hacerlo lo constató tempranamente, en junio de 1810, ni más ni menos que Juan Germán Roscio, teórico fundamental de la independencia de Venezuela en el momento de aducir las razones por las que la Regencia no podía fungir ya como representación del monarca:

			Capaz hubiera sido nuestro hábito reconocedor de reconocer la Regencia fabricada de tan raros materiales y contra todas las leyes fundamentales de nuestra constitución, si hubiésemos divisado en ella un vislumbre de la esperanza que nos hizo concebir la Junta [Central], a favor de la Patria y del Rey [...] Al ver el acto de instalación del Consejo de Regencia, vemos que si se acordaron de la América, fue sólo para continuarle sus promesas, declararle solamente su esclavitud, y ofrecerle una teoría de libertad que desaparecería en el cálculo a que se sujetó la representación Americana en la práctica.

			Es esta una constatación que se hace repetidamente en América: la Regencia, creada de manera espuria por la Junta Central en enero de 1810, no podía representar ya la persona del monarca. Aún más, las noticias que fueron llegando en los meses siguientes creaban la certidumbre de que los reyes habían efectivamente cedido sus derechos dinásticos y que la parte metropolitana resistente a tamaño acto ilegítimo se veía literalmente incapaz de contener el embate imperial francés una vez caída Sevilla y recluidos en el puerto de Cádiz. Lo dirá la declaración de independencia de Venezuela de 5 de julio de 1811, en cuyo redactado Roscio sacaba conclusiones de la pérdida de legitimidad de la representación de la auctoritas monárquica entre El Escorial, Aranjuez y Bayona: “Las sesiones y abdicaciones de Bayona, las jornadas del Escorial y de Aranjuez, y las órdenes del lugarteniente duque de Berg a la América, debieron poner en uso los derechos que hasta entonces habían sacrificado los americanos a la unidad e integridad de la nación española”. Ya que se consideraba deshecha la unión mística del rey y el reino, se podía hablar con franqueza y señalar en esa misma declaración como el punto determinante el delito cometido por la familia real en Bayona y su inmediata consecuencia: “por esta conducta quedaron inhábiles e incapaces de gobernar a un pueblo libre, a quien entregaron como un rebaño de esclavos”. A partir de ahí, en España se estaba actuando ya en nombre sólo de un “rey imaginario” para hostilizar ilegítimamente a quienes, como los venezolanos, estaban procurándose los medios de defenderse a sí mismos constituyendo, como los peninsulares, su propio gobierno. Tomando buena nota del modo en que los norteamericanos habían hecho en 1776 un anuncio semejante, concluían que “estamos libres y autorizados para no depender de otra autoridad que la nuestra, y tomar entre las potencias de la tierra, el puesto igual que el Ser Supremo y la naturaleza nos asignan y a que nos llama la sucesión de los acontecimientos humanos y nuestro propio bien y utilidad”.
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